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OPINIÓN

Los recientes casos de suplantación de identidad 
en notarías del país -donde diversas propiedades han 
sido transferidas a terceros, sin el consentimiento de 
sus propietarios— exponen una realidad incómoda: 
en Chile, aún es posible firmar una escritura pública 
sin que el notario valide verdaderamente la identidad 
del firmante. Este tipo de delitos no sólo frustra a 
las víctimas. También indigna a quienes creemos en 
la fe pública y nos preocupamos de utilizar diversos 
métodos de verificación para garantizar que quien 
firma un documento, efectivamente, sea quien dice 
ser. Por eso, es momento de actuar con medidas 
concretas. El sistema notarial puede y debe forta-
lecerse, implementando cambios que bien podrían 
cerrar las brechas que hoy facilitan los fraudes. Una 
de ellas es la verificación en línea con el Registro Civil. 
Actualmente, basta con exhibir la cédula de identidad 
en la notaría para firmar una escritura pública y, al no 
existir un protocolo seguro que valide la autenticidad 
del documento, los datos han podido adulterarse para 
cometer un fraude sin que nadie lo detecte. En este 
sentido, una conexión segura con la base de datos 
del Registro Civil e Identificación podría disminuir 
los riesgos prácticamente a cero, especialmente, si 
se utilizan mecanismos biométricos para confirmar 
en línea la identidad del firmante. No es razonable 
que quienes velan por la fe pública trabajen a ciegas. 
En segundo lugar, exigir la presencia efectiva del 
notario también contribuiría a evitar los fraudes. 
La ley es clara: una escritura pública debe firmarse 
ante notario. Sin embargo, en la práctica, muchas 
veces son funcionarios auxiliares quienes recogen 
las firmas, mientras el notario aparece sólo al final 
para estampar la suya y, muchas veces, ni siquiera 
interactúa con las personas que hacen el trámite.

El rol del notario o la notaría va más allá de la for-
malidad, pues, opera como una garantía para todas 
las partes. Una escritura pública debe firmarse en 
presencia directa del ministro de fe o de un funcio-
nario habilitado. Asimismo, la trazabilidad es clave y 
debe ser una prioridad, tal como sucede con quienes 
facilitamos la firma electrónica implementando capas 
de seguridad que impiden la comisión de delitos.

Una práctica que ha facilitado fraudes es que los 
comparecientes —o quienes actúan en su nombre— 
puedan escoger con qué notaría o funcionario harán 
el trámite. Esa predictibilidad ha abierto la puerta a 
la asociación ilícita. Por eso, como tercera medida 
de seguridad la asignación de la notaría debiera 
darse de forma aleatoria. Así evitaríamos cualquier 
coordinación previa, garantizando la imparcialidad 
del proceso.

Tres medidas que 
podrían evitar los 
fraudes en las notarías

La Región de Coquimbo enfrenta una crisis fitos-
anitaria que no puede minimizarse: la presencia de 
la mosca de la fruta ha obligado a eliminar más de 
95 mil kilos de fruta en cuatro comunas, dejando 
a productores con pérdidas totales o parciales de 
sus cosechas. Para el agricultor, esto no es solo un 
daño económico directo; es también el derrumbe 
de meses –y a veces años– de trabajo, inversión 
y esperanza.

El problema va más allá de un insecto que daña la 
fruta. Está en juego la sustentabilidad de un sector 
clave para nuestra región y el país. La mosca de 
la fruta, si no es controlada de manera oportuna, 
amenaza con cerrar mercados internacionales, 
provocar desempleo estacional y generar un efecto 
dominó que afectará a toda la cadena productiva, 
desde el transporte y la comercialización, hasta los 
ingresos de familias que dependen exclusivamente 
de la agricultura.

En terreno, las medidas de control están acti-
vas: zonas bajo cuarentena, destrucción de fruta, 
fiscalizaciones y campañas informativas. Sin em-
bargo, la magnitud de esta crisis exige algo más: 
una respuesta nacional, articulada y urgente. No 
basta con que la seremi de Agricultura y el SAG 
coordinen acciones regionales; se necesita un 
plan de contingencia extraordinario, con recursos 

frescos, refuerzos técnicos y un respaldo político 
que reconozca esta emergencia como un asunto 
de Estado.

La experiencia internacional demuestra que la 
erradicación temprana y masiva es la única forma 
efectiva de contener esta plaga. Cada día que pasa 
sin una intervención a gran escala es un día ganado 
para la mosca y perdido para nuestros productores. El 
Estado debe garantizar compensaciones económicas 
justas, apoyo logístico y campañas sostenidas de 
prevención, pero también, promover una mesa de 
trabajo permanente que incluya a gremios, muni-
cipalidades y académicos especializados.

Hoy la región no puede ni debe enfrentar sola este 
desafío. La mosca de la fruta no conoce límites 
comunales ni regionales, y su impacto –si no se 
actúa ahora– podría ser devastador para la agri-
cultura nacional. Las autoridades centrales tienen 
la obligación de ver más allá de la estadística y 
dimensionar que detrás de cada kilo de fruta des-
truida hay familias, historias y economías locales 
que no resisten otro golpe.

El llamado es urgente: que Santiago mire al norte 
no solo cuando la crisis esté desbordada, sino ahora, 
cuando aún es posible controlar la situación. La 
agricultura es parte de nuestra identidad y motor 
económico; protegerla es un deber ineludible.

Mosca de la fruta: urgencia de una respuesta nacional
La plaga amenaza no solo la producción agrícola, sino también la economía, el 

empleo y la estabilidad social de la Región de Coquimbo.

EDITORIAL

En julio de este año conocimos 
la iniciativa denominada “ley hijito 
corazón” que pretende avanzar en una 
protección más efectiva y sostenible 
de los adultos mayores en Chile. Se 
plantean ciertas modificaciones 
relevantes en diversas áreas, con 
respecto a las cuales, es fundamental 

hacer ciertas precisiones.
En cuanto al fortalecimiento de la 

implementación judicial y adminis-
trativa, es importante asegurar que 
los Tribunales de Familia cuenten 
con los recursos necesarios, tanto 
materiales como humanos, así como 
también con la capacitación especia-
lizada, para aplicar el procedimiento 
específico que se propone de manera 
adecuada a la realidad de los adultos 
mayores. Esto incluye agilizar la fijación 
y cobro de alimentos y la aplicación 
de sanciones por abandono en los 
casos en que sean procedentes. En 
relación con esto último y como un 
aspecto relevante, se hace necesario 
una clarificación y delimitación de 
la “Injuria Atroz” que se señala en el 
proyecto. Se deben delimitar criterios 
claros y un proceso expedito para la 
evaluación de esta excepción con el fin 
de instaurar un equilibrio. No se debe 
convertir en una causal de dilación 
innecesaria en la tramitación de los 

procesos judiciales, pero, por otro lado, 
tampoco se puede ignorar la realidad 
de aquellos casos en que hay padres 
demandando alimentos de sus hijos a 
quienes en su infancia maltrataron o 
abandonaron. Con respecto al desarrollo 
de un Sistema Integral de Cuidados, 
se debería establecer la creación de un 
marco legal y de políticas públicas con 
foco en la corresponsabilidad social. 
Lo ideal sería que el cuidado fuera un 
compromiso compartido, donde el 
Estado, las familias, la comunidad y el 
sector privado contribuyan de manera 
equitativa. Para lograrlo, es crucial 
destinar una cantidad significativa de 
recursos a la infraestructura y otros 
componentes esenciales. En lo relativo 
al apoyo a cuidadores familiares, es 
imprescindible implementar programas 
de capacitación, apoyo psicológico 
y, cuando sea necesario, subsidios 
para los cuidadores familiares no 
remunerados, reconociendo su labor 
y evitando su sobrecarga.

Precisiones de 
la “ley hijito 
corazón”   
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